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Radicación Nro.
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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:

José Alexis Marín Correa 

Demandados:

Promasivo S.A. y Megabus S.A. 

Magistrado Ponente:              Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:

Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 

Temas: 


PAGO DE CESANTÍAS / SANCIÓN MORATORIA / SOLIDARIDAD / ESTUDIO DE RAZONES DE INCUMPLIMIENTO EN PAGO DE OBLIGACIONES LABORALES ESTÁ DIRIGIDO A VERIFICAR SI JUSTIFICAN CONDUCTA Y BUENA FE DEL EMPLEADOR / ELLO NO IMPLICA COMPROBAR MALA FE - . En cuanto a la sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T., si bien la sociedad empleadora no demostró razones de buena fe que pudieran exonerarla de la imposición de la misma, como se vio precedentemente, lo cierto es que dicha sanción en este caso no puede correr indefinidamente, pues como se ve en el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Pereira –fls.89 a 93- Promasivo S.A. entró en estado de liquidación el 26 de noviembre de 2015, cuando la Superintendencia de Sociedades en auto Nº 00400-016033 ordenó la apertura del proceso liquidatorio, lo que significa que a partir de esa calenda, el agente liquidador designado para administrar los bienes de esa sociedad, debía darle un uso adecuado a los recursos, conservando el equilibrio financiero de la entidad y respetando la igualdad de los acreedores, es decir, a partir de ese momento el manejo de la empresa quedó en manos de un tercero ajeno a sus propietarios, quien debía garantizar la igualdad en el pago de los créditos; por lo que desde ese momento le resultaba jurídicamente imposible al agente liquidador disponer libremente de los recursos de la sociedad para cancelar el crédito laboral del señor Marín Correa, pues para ello debía seguir todo el proceso concursal dispuesto en la Ley 1116 de 2006. 
Bajo tales presupuestos, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., en este caso corrió entre el 20 de septiembre de 2014 y el 26 de noviembre de 2015, debiéndosele cancelar por ese concepto al señor José Alexis Marín Correa la suma de $15.021.177.
(…)

Analizado nuevamente el tema, debe decirse que no puede perder de vista que SI 99 S.A. el 18 de mayo de 2004 adquirió el “Compromiso de suscribir solidariamente el contrato de concesión” por la naturaleza jurídica propia que ostenta, sometiéndose única y exclusivamente a la condición suspensiva de que Promasivo S.A. resulte adjudicatario de ese contrato de concesión, es decir, a través de ese documento se desligó de su calidad de accionista de la sociedad empleadora, para comprometerse a responder solidariamente como sociedad anónima, autónoma e independiente, bajo la única condición de que se le adjudicara el referido contrato; lo que indefectiblemente permite concluir que el compromiso que asumió se encuentra vigente, dado que nada incide el hecho de que sea o haya dejado de ser accionista de Promasivo S.A.  Con lo anterior se recoge cualquier posición en contrario que sobre el tema haya considerado con anterioridad esta Sala de Decisión.
(…)

En cuanto a la inconformidad planteada por la aseguradora Liberty S.A., consistente en que no se puede afectar la póliza Nº 1937092 en consideración a que en el proceso quedó demostrada la mala fe de Promasivo S.A. que llevó a que se le condenara a cancelar las sanciones moratorias; lo cierto es que en el proceso no se ha llegado a esa conclusión, pues realmente la conclusión a la que se llegó es que la sociedad empleadora no demostró razones atendibles que pudieran poner su omisión en el plano de la buena fe, sin que necesariamente se le imputara mala fe; análisis éste que se ajusta a lo preceptuado por la Sala de Casación Laboral en sentencia CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514, en las que reiteró su posición consistente en que el estudio de las razones que llevan a un empleador a incumplir con sus obligaciones laborales, deben estar dirigidas a verificar si lo hizo por razones atendibles que justifiquen su conducta y la pongan en el terreno de la buena fe, es decir, nunca propone un análisis en el que se deba comprobar la mala fe del empleador; pues entre otras cosas, entenderlo en la forma en que lo hace la aseguradora, significaría imponerle una carga probatoria al trabajador, consistente en demostrar la mala fe del empleador, la cual no está contemplada en la Ley, y que tampoco ha sido considerada por vía jurisprudencial
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiuno de marzo de dos mil dieciocho, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por el demandante y las llamadas en garantía SI 99 S.A. y LIBERTY SEGUROS S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 17 de julio de 2017, dentro del proceso que promueve el señor JOSÉ ALEXIS MARÍN CORREA en contra de las sociedades MEGABUS S.A y PROMASIVO S.A. EN LIQUIDACIÓN, al cual fueron llamadas en garantía las sociedades recurrentes y LÓPEZ BEDOYA Y ASOCIADOS CIA S EN C., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2015-00638-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Alexis Marín Correa que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Promasivo S.A. existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 21 de junio de 2010 y el 19 de septiembre de 2014, siendo la sociedad Megabus S.A. solidariamente responsable.
Con base en ello aspira que se condene a las accionadas a reconocer y pagar salarios insolutos, el auxilio de transporte, prestaciones sociales y vacaciones, la indemnización por despido sin justa causa, las sanciones moratorias de los artículos 65 del C.S.T y 99 de la Ley 50 de 1990, el pago de las cotizaciones a la seguridad social, la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Prestó sus servicios personales a favor de Promasivo S.A. entre el 21 de junio de 2010 y el 19 de septiembre de 2014, desempeñándose como operador de bus articulado;  el contrato inicialmente fue pactado a término fijo por 6 meses, pero el 11 de abril de 2013 las partes decidieron modificarlo a término indefinido; la relación laboral fue finiquitada por él en la fecha señalada anteriormente, por culpa imputable al empleador, en consideración a los constantes incumplimientos de sus obligaciones contractuales; los servicios fueron prestados en turnos de ocho horas diarias que eran programados por Promasivo S.A., durante el tiempo que duró la relación laboral, se le cancelaba un salario básico y una bonificación mensual constante, en los valores que se indican en la demanda; no se le cancelaron algunos ciclos de cotización al sistema general de pensiones en los años 2013 y 2014; el 17 de julio de 2015 elevó reclamación administrativa ante la sociedad Megabus S.A., quien en respuesta de 20 de agosto de 2015 negó las peticiones. 

Al contestar la demanda –fls.61 a 69- Megabus S.A. manifestó que no le constaban los hechos relacionados anteriormente, con excepción de la reclamación administrativa elevada por el actor y su correspondiente respuesta frente a los cuales expresó que eran ciertos. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de fondo que denominó “Prescripción” e “Improcedencia de la declaratoria de solidaridad en los términos del artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo”. Posteriormente solicitó que fueran llamadas en garantía las sociedades SI 99 S.A., López Bedoya y Asociados Cia S. en C. y Libery Seguros S.A.

Por su parte, la sociedad Promasivo S.A. al dar respuesta a la demanda –fls.95 a 108- aceptó casi todos los hechos relacionados por el actor, menos lo relacionado con los aportes a pensión del año 2013, al manifestar que no se adeudan sumas por ese concepto. Explicó que las bonificaciones que se le cancelaban mensualmente no constituían salario. Se opuso a las pretensiones condenatorias y formuló las excepciones de mérito que denominó “Prescripción”, “Inexistencia parcial de las obligaciones”, “Cobro de lo no debido”, “Indebida acumulación de pretensiones”, “Doble cobro de las acreencias laborales” y “La genérica”.
Luego de ser vinculadas al proceso en calidad de llamadas en garantías, las sociedades Liberty Seguros S.A., SI 99 S.A. y López Bedoya y Asociados Cia S. en C., dieron contestación al mismo y a la demanda, en los siguientes términos.
Liberty Seguros S.A. en escritos visibles a folios 168 a 189 y 223 a 224 del expediente, expresó que no le constan los hechos de la demanda, motivo por el cual se opuso a las pretensiones. Respecto al llamado en garantía dijo que suscribió la póliza de cumplimiento a favor de entidades estatales Nº 1937092 con Promasivo S.A.. Formuló las excepciones de fondo de “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Inexistencia de la obligación demandada por inexistencia de causa jurídica”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Inexistencia de la obligación de indemnizar”, “Prescripción”, “La genérica”, “Inaseguribilidad de la culpa grave y los actos meramente potestativos”, “Riesgos no amparados”, “Ausencia de dolo”, “Límite asegurado” y “No constitución en mora por parte del beneficiario”.
A su turno, López Bedoya y Asociados Cia S. en C. en escritos de folios 190 a 214,  indicó que no le constaban los hechos de la demanda, se opuso a las pretensiones y planteó las excepciones de “Ausencia de solidaridad de López Bedoya y Asociados Cia S. en C.”, “Prescripción” e “Inexistencia de las obligaciones demandadas”. Frente al llamamiento expresó que si bien suscribió el contrato de concesión 01 de 2004, la verdad es que no está llamada a responder por las condenas que sean fulminadas en contra de Promasivo S.A.. Propuso nuevamente las excepciones relacionadas anteriormente.

Finalmente SI 99 S.A. dio respuesta a la demanda y al llamamiento en garantía –fls.234 a 264- afirmando que no le constan los hechos narrados por el accionante, lo que la lleva a oponerse a las pretensiones elevadas por él. Señaló que las entidades que suscribieron el contrato de concesión 01 de 2004 fueron Megabus S.A. y Promasivo S.A., lo que significa que ninguna responsabilidad puede recaer en SI 99 S.A. respecto a la relación contractual que tuvo el señor José Alexis Marín Correa con Promasivo S.A. Formuló las excepciones de fondo de “Falta de legitimación por pasiva”, “Cobro de lo no debido por inexistencia de obligación”, “Inexistencia de la solidaridad”, “Cobro de lo no debido por ausencia de causa”, “Buena fe”, “Prescripción”.

En sentencia de 17 de julio de 2017, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor José Alexis Marín Correa y la sociedad Promasivo S.A. existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 21 de junio de 2010 y el 19 de septiembre de 2014, el cual fue finalizado por culpa atribuible al empleador al haber incumplido con sus obligaciones contractuales.
Posteriormente condenó a la empresa empleadora a reconocer y pagar por concepto de salarios, prestaciones sociales y vacaciones insolutas la suma de $4.658.044 y por concepto de indemnización por despido atribuible al empleador la suma de $4.265.367. También ordenó el pago de los aportes al sistema general de pensiones correspondiente a los ciclos de abril a diciembre de 2013 y febrero a septiembre de 2014.
Al haber entrado en estado de liquidación forzosa la sociedad Promasivo S.A., la exoneró del pago de las sanciones moratorias por falta de consignación de las cesantías del año 2013 y ausencia de pago de salarios y prestaciones sociales a la fecha de terminación del vínculo laboral.
Al estar configurados los requisitos previstos en el artículo 34 del C.S.T., condenó a la sociedad Megabus S.A. a responder solidariamente respecto a las condenas impuestas a la empresa Promasivo S.A.

Condenó también a las empresas López Bedoya y Asociados Cia S. en C y SI 99 S.A. a responder solidariamente frente a las condenas impuestas a Promasivo S.A. al haber comprometido voluntariamente en esa calidad en el contrato de concesión 01 de 2004.
Ordenó a Liberty Seguros S.A. a responder frente a Megabus S.A. por los valores que deba cancelarle al demandante en virtud a la póliza de cumplimiento a favor de entidades estatales Nº 1937092 suscrita por Promasivo S.A.

Inconformes con la decisión, los apoderados judiciales de la parte actora, SI 99 S.A. y Liberty Seguros S.A. interpusieron recurso de apelación, en los siguientes términos:

La parte demandante manifestó que no es posible exonerar completamente a la sociedad Promasivo S.A. a reconocer y pagar las sanciones moratorias por falta de consignación de las cesantías del año 2013 y por la ausencia de pago de las acreencias laborales al finalizar el término, porque en el proceso la sociedad empleadora no demostró razones que pudieran exonerarlas de ellas, motivo por el que solicita que se le condene a cancelarlas hasta la fecha en que empezó la liquidación de la entidad.
Por su parte SI 99 S.A. expresó que no es posible que se le condene solidariamente a cancelar las sumas que se le ordenaron cancelar a las empresas demandadas, ya que el contrato de concesión Nº 01 de 2004 no genera ningún tipo de obligación en ese sentido.

Liberty Seguros S.A. indicó que se debe tener en cuenta la mala fe del empleador en su actuación, al no haber realizado el pago de las obligaciones laborales a su trabajador José Alexis Marín Correa, pues ese actuar imposibilita que se pueda afectar la póliza Nº 1937092, como lo prevé el artículo 1055 del C. Cio. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Tiene derecho el señor José Alexis Marín Correa que se le reconozca las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T.?
¿Está llamada a responder solidariamente la sociedad SI 99 S.A. por haber suscrito el contrato de concesión 01 de 2004?

¿Le asiste razón a la aseguradora Liberty S.A. cuando afirma que en el proceso quedó acreditada la mala fe del empleador Promasivo S.A. y en consecuencia no es posible afectar la Póliza Nº 1937092?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

DE LAS SANCIONES MORATORIAS.

Se ha sostenido por la jurisprudencia nacional y la local que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena fe.

En asuntos en que se condenaba a sanción moratoria a entidades en estado de liquidación, el ponente de este proyecto venía separándose de la imposición de esa condena, sosteniendo para el efecto que: 

“…como quiera que para proferir condena por sanción moratoria, lo que corresponde es determinar la buena o mala fe que tuvo el empleador para abstenerse de hacer los pagos laborales pendientes de solución al momento de la terminación de la relación laboral, debe resaltarse que en el presente caso, al haberse iniciado  la liquidación del ISS, sin que se haya declarado la existencia del contrato de trabajo, el liquidador se encontraba en una verdadera imposibilidad legal de hacer el reconocimiento y pago de unos derechos laborales que los documentos que se le presentaban para el efecto no concretaban y que por lo tanto le imponían, para poder proceder a su cumplimiento, una previa declaración judicial. 

En síntesis, el liquidador no pagó las obligaciones laborales, actuando de mala fe o caprichosamente, sino porque tenía que esperar la decisión judicial que las reconociera.

Nótese entonces que no es posible endilgarse mora en estas condiciones al ISS, porque la falta de pago de las eventuales acreencias laborales no resultaba injustificada sino dispuesta por la ley.”

En sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53.793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aplicando el precedente contenido en la sentencia CSJ del 10 de oct. de 2003, No. 20764, confirmó que no se puede predicar mala fe frente al incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación, por lo que no resulta dable condenar a esos empleadores al pago de este tipo de sanciones; situación que explicó en los siguientes términos:

“Frente a la anterior situación, debe decirse que de imponerle la indemnización moratoria a un empleador que se encuentra en esas condiciones, es decir en liquidación obligatoria, no tendría razón de ser la expedición de las leyes especiales que permiten la intervención Estatal en las empresas, las cuales están destinadas a proteger no solo el capital y la inversión económica, sino también los intereses de los asalariados y por ende el derecho Constitucional al empleo consagrado en el artículo 25 del Ordenamiento Superior, que se orienta a que un agente estatal dirija los destinos de la unidad de explotación económica y pretenda ya la recuperación económica, ora la liquidación de la sociedad, todo, contra la voluntad del empleador y empresario, sin que pueda quedar al libre albedrío del promotor del acuerdo o del liquidador, hacer un uso inadecuado de los recursos destinados, a conservar el equilibrio de la compañía como persona moral y la igualdad entre los acreedores, según la filosofía propia de la liquidación forzada regulada en la Ley.

Finalmente, no puede deducirse que una empleadora que fue llamada a liquidación forzada como la sociedad demandada, tuviera interés en desconocer o defraudar los intereses y créditos de los trabajadores demandantes, como para entrar a darle viabilidad al Art. 65 del C. S. del T., que como lo ha sostenido esta Sala, no es de aplicación automática.”.

Bajo tales circunstancias, desde sentencia emitida el pasado 24 de mayo de 2017 dentro del proceso promovido por la señora Luceny Pimienta Alzate en contra del PAR ISS cuya radicación en sus dígitos finales correspondió al Nº 003-2015-00633-01, por unanimidad, los integrantes de esta Sala acogieron la doctrina probable que contiene la sentencia a que se acaba de hacer referencia y por ende, sus fundamentos serán aplicados para decidir lo pertinente en el caso concreto.
EL CASO CONCRETO

Acreditado se encuentra en el plenario que la sociedad Promasivo S.A. no consignó a favor de su trabajador José Alexis Marín Correa las cesantías correspondientes al año 2013 y que tampoco ha cancelado salarios y prestaciones sociales después de finalizar el vínculo laboral el 19 de septiembre de 2014, pues así lo concluyó la funcionaria de primer grado, sin que esas decisiones hayan sido objeto de apelación; supuesto que permite la aplicación de las sanciones moratorias establecidas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T.
No obstante, tal y como se expresó precedentemente, ese tipo de sanciones no se imponen de manera automática, ya que como lo ha sostenido la jurisprudencia local y nacional, si el empleador acredita razones atendibles que puedan ubicarse en el plano de la buena fe respecto a la falta de pago de sus obligaciones contractuales, hay lugar a exonerarlo de su imposición.
En su defensa, Promasivo S.A. al dar respuesta a la demanda –fls.95 a 113- sostuvo que desde el año 2012 venía presentando un déficit en su contabilidad que evidenciaban grandes pérdidas en sus estados financieros, no obstante, dicha entidad no trajo al plenario los documentos idóneos que dieran fe de ello, como lo son las copias de los libros contables que debe conformar toda sociedad comercial, y que son indispensables para el asiento de sus operaciones, como lo establece el artículo 48 del Código de Comercio; siendo del caso advertir que aún en el evento en el que se hubieren traído dichas pruebas al plenario, ellas por si solas no permitirían ubicar el accionar del empleador en el plano de la buena fe, pues como lo recordó la Sala de Casación Laboral en la sentencia SL 2448 de 22 de febrero de 2017, esa sola circunstancia no tiene la potencialidad de exonerar el empleador de las correspondientes sanciones moratorias.
Así las cosas, al estar acreditado que la entidad demandada no consignó las cesantías correspondientes al año 2013, tiene derecho el señor José Alexis Marín Correa a que se le reconozca y pague un día de salario por cada día de retardo a partir del 15 de febrero de 2014 hasta el 19 de septiembre de 2014 (fecha en que finalizó el contrato de trabajo). Como el salario mensual devengado en esa anualidad era de $1.055.352, esto es $35.178,40 diarios, tiene derecho a que se le reconozca por ese concepto la suma de $7.563.356.

En cuanto a la sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T., si bien la sociedad empleadora no demostró razones de buena fe que pudieran exonerarla de la imposición de la misma, como se vio precedentemente, lo cierto es que dicha sanción en este caso no puede correr indefinidamente, pues como se ve en el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Pereira –fls.89 a 93- Promasivo S.A. entró en estado de liquidación el 26 de noviembre de 2015, cuando la Superintendencia de Sociedades en auto Nº 00400-016033 ordenó la apertura del proceso liquidatorio, lo que significa que a partir de esa calenda, el agente liquidador designado para administrar los bienes de esa sociedad, debía darle un uso adecuado a los recursos, conservando el equilibrio financiero de la entidad y respetando la igualdad de los acreedores, es decir, a partir de ese momento el manejo de la empresa quedó en manos de un tercero ajeno a sus propietarios, quien debía garantizar la igualdad en el pago de los créditos; por lo que desde ese momento le resultaba jurídicamente imposible al agente liquidador disponer libremente de los recursos de la sociedad para cancelar el crédito laboral del señor Marín Correa, pues para ello debía seguir todo el proceso concursal dispuesto en la Ley 1116 de 2006.
Bajo tales presupuestos, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., en este caso corrió entre el 20 de septiembre de 2014 y el 26 de noviembre de 2015, debiéndosele cancelar por ese concepto al señor José Alexis Marín Correa la suma de $15.021.177.
En cuanto a la responsabilidad de SI 99 S.A. respecto a las condenas impuestas a Promasivo S.A. en su calidad de empleador y Megabus S.A. como solidario responsable, cabe indicar que tal y como se dijo precedentemente, la obligación contraída por ésta sociedad y López Bedoya y Asociados Cia S en C. no tiene nada que ver con su calidad de accionistas de Promasivo S.A.. 

Analizado nuevamente el tema, debe decirse que no puede perder de vista que SI 99 S.A. el 18 de mayo de 2004 adquirió el “Compromiso de suscribir solidariamente el contrato de concesión” por la naturaleza jurídica propia que ostenta, sometiéndose única y exclusivamente a la condición suspensiva de que Promasivo S.A. resulte adjudicatario de ese contrato de concesión, es decir, a través de ese documento se desligó de su calidad de accionista de la sociedad empleadora, para comprometerse a responder solidariamente como sociedad anónima, autónoma e independiente, bajo la única condición de que se le adjudicara el referido contrato; lo que indefectiblemente permite concluir que el compromiso que asumió se encuentra vigente, dado que nada incide el hecho de que sea o haya dejado de ser accionista de Promasivo S.A.  Con lo anterior se recoge cualquier posición en contrario que sobre el tema haya considerado con anterioridad esta Sala de Decisión.
En cuanto a la inconformidad planteada por la aseguradora Liberty S.A., consistente en que no se puede afectar la póliza Nº 1937092 en consideración a que en el proceso quedó demostrada la mala fe de Promasivo S.A. que llevó a que se le condenara a cancelar las sanciones moratorias; lo cierto es que en el proceso no se ha llegado a esa conclusión, pues realmente la conclusión a la que se llegó es que la sociedad empleadora no demostró razones atendibles que pudieran poner su omisión en el plano de la buena fe, sin que necesariamente se le imputara mala fe; análisis éste que se ajusta a lo preceptuado por la Sala de Casación Laboral en sentencia CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514, en las que reiteró su posición consistente en que el estudio de las razones que llevan a un empleador a incumplir con sus obligaciones laborales, deben estar dirigidas a verificar si lo hizo por razones atendibles que justifiquen su conducta y la pongan en el terreno de la buena fe, es decir, nunca propone un análisis en el que se deba comprobar la mala fe del empleador; pues entre otras cosas, entenderlo en la forma en que lo hace la aseguradora, significaría imponerle una carga probatoria al trabajador, consistente en demostrar la mala fe del empleador, la cual no está contemplada en la Ley, y que tampoco ha sido considerada por vía jurisprudencial; motivos por los que no hay lugar a exonerar a Liberty Seguros S.A. de la responsabilidad que le corresponde en virtud a la póliza Nº Nº 1937092 tomada por Promasivo S.A. en beneficio de Megabus S.A..
En el anterior orden de ideas se revocará el ordinal tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, para en su lugar condenar a la empresa Promasivo S.A. a reconocer y pagar las sanciones moratorias de los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., en los términos establecidos anteriormente. 
De esta manera quedan resueltos los recursos de apelación interpuestos por la parte actora y las sociedades SI 99 S.A. y Liberty Seguros S.A..
Costas en esta instancia a cargo de Liberty Seguros S.A. a favor de Megabus S.A. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR el ordinal TERCERO de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 17 de julio de 2017, para en su lugar CONDENAR a la sociedad PROMASIVO S.A. a reconocer y pagar a favor del señor JOSÉ ALEXIS MARÍN CORREA la suma de $7.563.356 por concepto de sanción por no consignación de las cesantías del año 2013 y la suma de $15.021.177 por concepto de sanción por no cancelación de salarios y prestaciones sociales al finalizar el contrato de trabajo.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.
TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia a LIBERTY SEGUROS S.A. en un 100% a favor de MEGABUS S.A.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                                                                   

                                                                                                           -Impedida-
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